Carátula 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Solari.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 37 minutos.) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N* 737/2011 - Distribuido 1170/2011. Enfermería. Se crea el régimen de Residencias. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por las señoras Senadoras Moreira y Xavier y 
los señores Senadores Agazzi y Gallo. 


-Nota de la Conferencia Episcopal Uruguaya con relación a las expresiones de quienes 
vinieron en representación, firmada por varios obispos. 


-Informe solicitado a la División Estudios Legislativos en relación a la Carpeta N* 567/2011 - 
Interrupción voluntaria del embarazo.” 


- Corresponde hacer pasar a la primera delegación que nos visita: Comisión de Bioética del 
Ministerio de Salud Pública. 


(Ingresan a Sala los representantes de la Comisión de Bioética del Ministerio de Salud 
Pública.) 


- La Comisión de Salud Pública del Senado tiene el gusto de recibir a los integrantes de la 
Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública, integrada por la doctora Yubaránt Bespali y por el 
doctor Juan José Di Génova, Presidenta y Presidente alterno respectivamente, a quienes les damos la 
palabra y les pedimos que se identifiquen, para una correcta toma de la versión taquigráfica. 


SEÑOR DI GÉNOVA.- Buenas tardes. 


Vamos a leer un breve trabajo que hicimos para intentar colaborar con el proyecto de ley 
relativo a la interrupción voluntaria del embarazo. 


Este es un tema en el que es muy difícil ponerse de acuerdo y creo que desde el comienzo 
de la historia, en el presente y también en el futuro va a ser casi imposible lograr la unanimidad. Creo 
que es uno de los asuntos más polémicos que existen en el mundo entero y sobre el que nosotros 
mismos tuvimos dificultades acerca de cómo encararlo. 


En ese sentido, entendimos que esta era la mejor forma de colaborar con el proyecto de ley 
para que después siguiera el camino que corresponde desde el punto de vista político y legislativo. 


Nuestro trabajo establece lo siguiente. 


“1. INTRODUCCIÓN 


Pocos temas en bioética tienen una deliberación que concluye en posiciones que no logran un 
consenso, y entre ellos se encuentra la interrupción del embarazo. Compartimos los conceptos 
expresados por Rotondo, que hacen referencia a la conveniencia de procurar soluciones 
consensuadas, que surjan de debates que realicen un análisis que incluya los componentes sociales, 
filosóficos, sanitarios y éticos que prevalezcan en un momento dado en una sociedad democrática 
determinada y que evidentemente intervienen activamente en la consideración del tema”. 


Más adelante, con una llamada se agrega: “El tema del aborto es de abordaje complejo y 
difícil, que origina corrientes de aprobación o rechazo en las distintas comunidades del mundo. En las 
sociedades pluralistas, respetuosas de los valores de todos los participantes, el tema no será 
solucionado desde la perspectiva ética, sino que luego de debates donde se realice el análisis reflexivo 
del mismo, se intente alcanzar un consenso social, dentro de una sociedad democrática”... 


“En este marco conceptual, haremos los comentarios siguientes, relativos al proyecto de ley 
que tuvimos el honor de recibir, refiriéndonos específicamente al articulado del proyecto. 


2. OBSERVACIONES Y CONSIDERACIONES SOBRE ALGUNOS ARTÍCULOS DEL PROYECTO DE 
LEY. 


Artículo 1%. El primer párrafo debería evitar la palabra 'derecho' que le otorgaría a una 
persona derecho absoluto sobre el no nacido. Una fórmula posible sería simplemente poner 'PPODRÁ 
DECIDIR”. La fórmula en España dice, por ejemplo: “Podrá interrumpirse el embarazo dentro de las 
primeras catorce semanas de gestación a petición de la embarazada”. Hay acuerdo en que el segundo 
párrafo no debería ser incluido en este artículo del proyecto, por ser contradictorio con la postura 
general de tratarse de una “ley de plazos”, e introducir una peligrosa posibilidad de anular el primero. El 
caso planteado en el segundo párrafo debería ser incluido en el artículo 4. 


Artículo 4. Se entendería que se trata de 'excepciones' y no “restricciones' a la ley. Se da por 
supuesto que se refiere al plazo del primer párrafo del artículo 1 y no del artículo 2. Sería prudente 
establecer expresamente que este artículo deberá complementarse con disposiciones de la 
reglamentación, la que deberá revisarse periódicamente (especialmente el diagnóstico de las 
malformaciones o enfermedades). Las definiciones médicas irán cambiando con el paso del tiempo y 
con los avances técnicos diagnósticos y terapéuticos y algunos dilemas pueden requerir la liberación 
de comisiones de bioética”. 


Una segunda llamada dice: “Anomalía fetal incompatible con la vida: 'Aquellas anomalías que 
previsiblemente o habitualmente se asocian con la muerte del feto o del recién nacido durante el 
período neonatal, aunque en condiciones excepcionales la supervivencia pueda ser mayor”. 
Enfermedad extremadamente grave e incurable en el momento del diagnóstico: “Aquellas situaciones 
con una alta probabilidad de mortalidad durante el período fetal o tras el nacimiento y/o que 
previsiblemente se asocien con un tiempo de supervivencia corto y/o con un desarrollo neurológico 
profundamente deficiente y/o con una probabilidad de dependencia extrema y persistente para el 
desarrollo de su vida posnatal”. Esta es una reflexión de la Comisión de Bioética Sociedad Española 
de Ginecología y Obstetricia. 


“En este artículo se podrá incluir el caso de mujer víctima de violación (como literal c), con el 
límite de un plazo máximo, porque éticamente debe considerarse la protección del no nacido cuando 
es un embarazo avanzado o eventualmente viable. En otras legislaciones se coloca un plazo máximo 
(por ejemplo 22 semanas) Una redacción posible sería: 'c) Si el embarazo fuera producto de una 
violación acreditada con denuncia judicial e intervención de médico forense. El plazo previsto en el 
artículo 1 se extenderá hasta las 22 semanas. La reglamentación de la ley podrá modificar el plazo de 
22 semanas de acuerdo al avance de los conocimientos científicos en la materia”. 


Artículo 5. Respecto al último inciso del artículo consideramos que el término 'viabilidad” de la 
interrupción puede provocar confusiones por tener varias acepciones y sería mejor sustituirlo por un 
sinónimo. Cuando se habla del producto de una gestación, viabilidad tiene el significado preciso de la 
posibilidad de vida extrauterina con o sin apoyos tecnológicos. Para establecer un procedimiento rápido 


que habilite a accionar y al Juez a decidir en los tiempos que un embarazo exige, se sugiere el 


siguiente texto: El Juez “deberá expedirse dentro del plazo de gestación establecido por el artículo 1”. 


SEÑORA YUBARÁNDT.- Vengo en representación de la Comisión de Bioética y Calidad del Ministerio 
de Salud Pública. Agradecemos la invitación a los señores Senadores. Voy a continuar con la lectura 
del documento. 


“Artículo 6. Alude a personas declaradas incapaces, cuya vulnerabilidad es notoria. 


La redacción de la frase de respeto a la voluntad de la incapaz si no desea interrumpir el 
embarazo es éticamente oportuna para evitar injerencias de los curadores, quienes no deberían decidir 
en base a sus propios intereses si los de la mujer incapaz son otros. 


Proponemos eliminar la palabra 'discapacitada' (que es un concepto diferente al de “incapaz 
civil”, porque hay innumerables discapacitados que no son incapaces civiles), sugiriendo que la 
segunda parte del artículo sea redactada así: 'respetando siempre el derecho de la persona a 
procrear”. 


Consideramos que no es conveniente la redacción “si el motivo de su incapacidad no le 
impidiere tener descendencia por ser demasiado amplia y vaga y que podría hacer lugar a la 
estimagtización” -esta palabra la definimos como la actitud por la cual se diferencia en forma negativa 
a algunos miembros de la sociedad que están afectados por una condición particular- “y 
discriminación” -la práctica discriminatoria priva a una persona estigmatizada de sus derechos-, “de 
las enfermas mentales si se considerara que estas afecciones pudieran “impedir tener descendencia”. 
Los derechos de los pacientes/usuarios emanan del respeto y el reconocimiento de su dignidad como 
personas”. Citamos la Declaración Universal de Bioética y Derechos Humanos: “Ningún individuo o 
grupo debería ser sometido por ningún motivo, en violación de la dignidad humana, los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, a discriminación o estigmatización alguna”. 


Continúo leyendo: “La ley 18.426 del 10 de diciembre del 2008 establece en su artículo 2.c): 
asegurar el respeto a los derechos sexuales y reproductivos de las personas institucionalizadas” - 
muchas veces son enfermos mentales- “o en tratamiento asistencial, como parte de la integralidad bio- 
sico-social de la persona. Algunos otros aspectos de este tema son jurídicos y no éticos. 


Artículo 8. Es prudente haber establecido barreras al turismo con finalidad abortiva. 


Artículo 9. Plantea el tema de la objeción de conciencia, la cual desde el punto de vista ético 
es la negativa por motivo de conciencia de someterse a una conducta jurídicamente exigible, 
entendiendo la conciencia como la capacidad interna de percibir y aplicar los principios y valores y 
juzgar nuestras conductas. En estos casos hay una convicción sistemática, razonable o entendible, ya 
sea de carácter filosófico, ideológico o religioso. No debe tener consecuencias dañinas sobre el 
paciente. La objeción de conciencia es individual de cada uno de los integrantes de la atención de 
salud. 


Se sugiere incluir expresamente una enunciación similar a la que se usó en el artículo 9* de la 
Ley N* 18.473, de Voluntad Anticipada. Concretamente, proponemos que la norma establezca lo 
siguiente: “De existir objeción de conciencia por parte del personal de salud ante el ejercicio del 
derecho de la paciente objeto de esta ley, la misma será causa de justificación suficiente para que le 
sea admitida su subrogación por el personal calificado que corresponda”. 


Asimismo, nos preguntamos si la expresión “los servicios de asistencia médica”, que figura en 
el artículo 9* podría llegar a incluir servicios de emergencias móviles o a los IMAE, que son servicios 
de asistencia médica habilitados por el Ministerio de Salud Pública. Creemos que a esta norma se le 
debería dar una redacción similar a la del artículo 2% o buscarse alguna expresión apropiada como, por 
ejemplo, la siguiente: “Servicios de asistencia médica integral”. Obviamente, esto es algo que queda a 
criterio de los señores legisladores. 


Los artículos 10 y 13 realizan un detalle de las instituciones y establecen que tendrían que 
estar de acuerdo con la caracterización del artículo 2? o con lo que manifestamos anteriormente. 


En el artículo 13 sugerimos cambiar la expresión “hipótesis previstas” por la de “situaciones 
previstas”. A su vez, proponemos que el final de esta disposición establezca: “La excepción será el 
caso de grave riesgo de vida de la mujer, cuando se seguirán las pautas asistenciales pertinentes”. La 
idea aquí es que la disposición no se remita exclusivamente al médico general. 


Finalmente, en el artículo 14 sugerimos modificar el término “hipótesis” por el de “situaciones”, 
dado que se dan en la realidad fáctica. 


Quedamos a las órdenes de la Comisión para aclarar las dudas que se presenten. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gallo.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido excusas por haber llegado tarde y al final de la exposición de los señores 
representantes de la Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública. No obstante ello, 
corresponde señalar que mediante la versión taquigráfica tomaremos conocimiento de la opinión que 
acaban de brindar. 


SEÑORA XAVIER.- En la medida en que todavía no disponemos del informe que ha sido leído -pues 
se está fotocopiando-, que presenta redacciones alternativas a las ya existentes, sugerimos elaborar 
un comparativo a efectos de poder apreciar las diferencias. Si luego de su análisis surgieran dudas, los 
estaríamos convocando nuevamente a este ámbito para aclararlas. Si bien podemos adelantar que con 
algunas sugerencias estamos de acuerdo y con otras no, debemos dedicarles una lectura detenida. 


Personalmente, agradezco la presencia de nuestros visitantes en este ámbito, a quienes 
prometemos que tomaremos en cuenta las sugerencias que nos han hecho para el estudio de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR SOLARI.- Agradezco a los representantes de la Comisión de Bioética del Ministerio de Salud 
Pública su concurrencia a esta Comisión, así como la presentación que han realizado, que ha sido muy 
pensada y debidamente documentada, por lo que la valoro muy particularmente. 


Si bien lo que voy a decir puede resultar obvio, creo que es bueno recordarlo para 
contextualizar la pregunta. En la producción de una gestación participan dos personas en forma más 
activa o menos activa; la tercera persona es el feto en desarrollo que está íntimamente vinculado a 
estas dos personas. Por supuesto que la dependencia con la madre gestante es mucho mayor porque 
es una especie de órgano saprofita mientras dura la gestación, pero esto no impide que exista un 
vínculo con el progenitor masculino. Voy a hacer una pregunta desde el punto de vista exclusivamente 
ético. ¿Es aceptable que una persona tome la decisión de interrumpir el embarazo, de tener un aborto 
provocado sin consultar a la persona con la cual lo concibió, sin darle la oportunidad de manifestarse y 
que su respuesta tenga peso? 


SEÑORA YUBARÁNDT.- Nuestra Comisión no tuvo la oportunidad de deliberar en torno a este tema 
por razones de tiempo. Alguno de los participantes en sus apuntes previos planteó este tema, 
fundamentalmente, respecto de la decisión en caso de malformaciones. Es decir, para la situación en la 
cual el aborto se produce por aquellas malformaciones o enfermedades muy graves o incompatibles 
con la vida, en las cuales la responsabilidad de asumir el cuidado del niño malformado o de asumir la 
situación podría estar involucrado el padre del niño. 


En cuanto al punto de vista exclusivamente bioético, los argumentos que se dan para realizar 
la interrupción voluntaria del embarazo por sola voluntad de la mujer se fundamentan en el principio de 
autonomía de la mujer y el principio de justicia. La idea es lograr la equidad en situaciones en las 
cuales la mujer es discriminada, es la única penalizada porque hay mujeres desfavorecidas cultural o 
económicamente. No podemos decir que hay una conclusión o una opinión desde el punto de vista 


ético porque nuestra Comisión no llegó a deliberar a este respecto. Desde el punto de vista de los 
derechos del niño, podría haber un involucramiento mayor de ambos progenitores, si es que el padre 
se encuentra presente, situación que no es la común. 


SEÑOR DI GÉNOVA.- Desde el punto de vista bioético, este es otro de los puntos conflictivos porque 
no existe una varita mágica, una solución o fórmula bioética que diga que esta es la solución o la única 
posición. El mismo problema se plantea con el tema del aborto. Los que hemos leído a nivel del mundo 
entero vemos que no hay unanimidad al respecto, diría que en ninguna parte del mundo. Por lo tanto, 
no tenemos una posición formada. Cada uno puede tener su posición; es una especie de “creo en tal 
cosa”; pero, a veces, del creo a la realidad hay un camino largo. 


SEÑOR SOLARI.- Haré una introducción para explicar en qué consiste la pregunta. 


En distintas oportunidades planteé que el límite de 12 semanas para penalizar o despenalizar 
el aborto es arbitrario pues se basa en que alrededor de la duodécima semana habría un desarrollo 
mayor del funcionamiento de la fisiología del sistema nervioso central, lo que es discutible. Realicé ese 
preámbulo para formular la siguiente pregunta desde el punto de vista bioético. No me cabe ninguna 
duda como médico, como biólogo, que hay un ser humano único e identificable desde el momento de 
la concepción, de acuerdo con su ADN y con su circunstancia, porque no solo se debe tomar en cuenta 
el código genético, sino también el ambiente en el cual se desarrolla. Concretamente, desde el punto 
de vista bioético, ¿se puede sostener que es éticamente correcto considerar que ese ser humano pasa 
a una etapa distinta en la duodécima semana, que eso sucede cuando hay determinadas 
manifestaciones del sistema nervioso central o que el mismo ser humano tiene un continuum de vida? 


SEÑORA YUBARÁNDT.- Por supuesto que en este tema hay argumentos muy variados. En tal 
sentido, me gustaría leer un informe previo -porque no quisiera dar una opinión personal- que 
realizamos cuando se trató un proyecto de ley en la Cámara de Representantes sobre el estatuto del 
embrión o del no nacido. El documento dice lo siguiente: “Respecto al estatus del embrión, hay 
diversas tesis: a) Una, que el estatuto moral se posee desde la concepción. b) Según una tesis 
gradualista, el embrión posee fundamentalmente la potencialidad de ser persona. c) La tesis de la 
viabilidad, cuando el embrión o feto posee una capacidad biológica propia o dependiente de ayuda 
técnica, para alcanzar el estatuto independiente. d) Otra tesis es la de adjudicar el estatuto moral 
basado en un sentido social de persona. Todas las posiciones aun las más opuestas, asignan valor 
humano al embrión desde las primeras etapas aun previas a la nidación, pero no todas adjudican igual 
estatus según las etapas del desarrollo. Por ejemplo: algunas otorgan mayor estatus en etapas más 
tardías”. “El debate no tendría posibilidad de solución entre diferentes opiniones al respecto”. Algunos 
bioeticistas proponen atender a la autonomía total de la mujer en el primer trimestre, mientras que, por 
el contrario, cuando ya hay viabilidad y capacidad de sentir o de sufrir dolor en el no nacido, consideran 
que este merece una protección mayor o igual a la de las personas. Esta es una posición que ha sido 
sustentada por el laboratorio de bioética de Barcelona. 


Hay muchas posturas que pueden ser diferentes y dependen del estatuto que se le asigna al 
embrión humano, cuando no tiene el estatuto de persona según las tesis gradualistas. 


SEÑOR SOLAR!I.- Si aplicáramos el último de los criterios manifestados, todo aborto practicado antes 
de la etapa de viabilidad no incidiría sobre un ser humano éticamente reconocible -si entiendo 
correctamente lo que acaba de manifestar la señora Yubaránat-, en cuyo caso, en lugar de tomar la 
duodécima semana estaríamos hablando de la semana 27 o 28. 


SEÑORA YUBARÁNDT.- En algunas deliberaciones bioéticas, la viabilidad de la capacidad de sentir 
dolor se adjudica a partir de la semana 22, aunque ese límite va bajando a medida que los prematuros 
extremos cada vez sobreviven más debido a avances de la tecnología y de la ciencia. Este límite sería 
el superior, pero no el que habitualmente se toma, es decir, alrededor de las 12 semanas, cuando 
algunas conexiones nerviosas que se dan permiten evaluar que existe algo en el sistema nervioso 
central que está funcionando en forma más avanzada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la opinión que se nos ha brindado y que habíamos 
solicitado con respecto a este tema. Cuando comencemos a analizar el proyecto de ley, estos datos y 
todos los que se nos han hecho llegar serán un insumo más y estarán encima de la mesa a efectos de 
la redacción definitiva. 


Muchísimas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública.) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay.) 


-La Comisión de Salud Pública del Senado, en función de que tiene en tratamiento la Carpeta 
N* 567/2011, “Interrupción voluntaria del embarazo”, viene recibiendo a distintas delegaciones a los 
efectos de conocer las opiniones que existen con respecto al proyecto. En este caso, invitamos a la 
Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay, que está representada por las doctoras 
Mariela Mautone, Martha Roque y Regina Guzmán y por el doctor Ariel Rodríguez, que se va a integrar 
en el transcurso de la reunión. De manera que, con mucho gusto, les ofrecemos la palabra. 


SEÑORA MAUTONE.- Ante todo, queremos aclarar que este informe no representa la opinión del 
Sindicato Médico del Uruguay ni de su Comité Ejecutivo; se trata de un documento elaborado por la 
Comisión de Bioética del Sindicato Médico. 


La Comisión de Bioética reivindica que, como médicos, nuestra vocación es la defensa de la 
vida y salud de las personas. Reconocemos que el aborto es una realidad en nuestro país, que la 
penalización no ha logrado revertir y que afecta desigualmente a hombres y mujeres. Entonces, como 
médicos somos conscientes de que debemos profundizar la reflexión y acercarnos a la problemática, 
en primer lugar colaborando en el análisis de este articulado. 


Con respecto al artículo 1%, existen dos posiciones distintas en los miembros de la Comisión. 
Algunos respetan la existencia de un derecho a decidir la interrupción del embarazo en la mujer; para 
otros, ese derecho no es superior al derecho a la vida del embrión y del feto. De manera que queda 
claro que están enfrentados en los absolutos: el derecho a la vida del embrión y el derecho a la 
autonomía de la mujer. 


Ahora bien, la duda que se nos plantea está vinculada a la segunda frase de este artículo 1*, 
que dice que no se aplicará dicho plazo si el embarazo fuera producto de una violación, acreditada con 
denuncia judicial e intervención del médico forense. Esta pregunta se nos planteó porque partíamos de 
la base de que estábamos analizando la interrupción voluntaria del embarazo en una mujer competente 
y adulta. Entonces, no entendíamos cómo quedaba por fuera del plazo de las doce semanas en el caso 
de violación. 


SEÑORA XAVIER.- La excepcionalidad del plazo para un embarazo producto de una violación no 
aceptado obedece a que habitualmente es bastante difícil, en primer lugar, que la mujer reconozca la 
existencia de la violación; luego, que asuma la posibilidad de estar embarazada, y, finalmente, que 
determine si va a aceptar o no ese embarazo, al haber sido producto de una situación traumática como 


esa. A quienes proponemos el proyecto de ley y a quienes hemos discutido sobre este tema, nos 
parece que eso es lo habitual. No es lo mismo el caso de una mujer que ha quedado embarazada y 
cuya gravidez no es deseada ni aceptada, que el de otra que ha sido sometida a un trauma como el 
que genera una violación, ya sea adulta, menor de edad, que esté sola o que sufra abuso sexual 
dentro de su matrimonio. 


Este punto formaba parte del artículo 4%, pero fue reubicado como inciso segundo del artículo 
1% porque los familiares de chicos con capacidades diferentes nos solicitaron que no incluyéramos las 
tres situaciones en una misma disposición. Por eso nos pareció oportuno ubicarlo en el artículo 1%, pero 
quienes han opinado sobre el proyecto de ley piensan que sería más adecuado incluirlo en otra parte 
de la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa deja constancia de que el doctor Ariel Rodríguez se integra a la 
reunión. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Pido disculpas por mi retraso, pero demoré al dejar el documento cuando 
ingresé al Palacio Legislativo 


SEÑORA MAUTONE.- En concreto, en función de la misma observación, nuestro planteo consiste en 
reubicar la frase en los artículos relativos a las causas. 


Por otro lado, queremos plantear observaciones sobre los artículos 2* y 9* de la iniciativa, 
respecto de los cuales también existen dos posiciones bastantes encontradas en la Comisión. Me 
refiero a la obligación de prestación de servicios de interrupción voluntaria del embarazo por parte de 
todos los servicios de salud habilitados por el Ministerio de Salud Pública. La Comisión de Bioética del 
Sindicato Médico del Uruguay piensa que la redacción busca asegurar el acceso a la atención de la 
salud, pero algunos de sus miembros advierten que no contempla el derecho a la objeción de 
conciencia de aquel personal de salud que, aun no directamente involucrado en los actos de 
interrupción voluntaria del embarazo, se vea vulnerado en su conciencia por su colaboración en actos 
preparatorios o necesarios, de alguna forma, para la prestación o contratación del servicio. En ese 
sentido, habría que considerar la objeción de conciencia tanto a nivel individual como institucional. 


SEÑORA XAVIER.- A efectos de que el punto quede medianamente claro, quisiera saber si ustedes 
están haciendo referencia, por ejemplo, a un administrativo que debe tratar con la mujer que va a hacer 
un planteo de interrupción del embarazo a su médico. 


SEÑORA MAUTONE.- Las personas que hicieron el planteo objetaron dos aspectos. 


Por un lado, entienden que cualquier persona que trabaja en una institución, esté o no 
involucrada directamente, podría objetar el procedimiento. Por otro lado, se tuvo en cuenta que pueden 
existir instituciones que no presten el servicio a sus afiliadas, por lo que se reivindica el derecho 
institucional de no brindarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La obligatoriedad de la prestación del servicio está referida a todos aquellos 
prestadores públicos o privados que integran el Sistema Nacional Integrado de Salud y que, por lo 
tanto, brindan asistencia integral. En esa integralidad estaría comprendido el servicio obstétrico 
ginecológico y, en definitiva, ese es el lugar donde se brindaría la asistencia que obligatoriamente, de 
acuerdo con la iniciativa, se debería prestar. 


Puede ser que la redacción de la norma no sea lo suficientemente clara, pero ese es el 
objetivo. Estamos hablando de prestadores públicos o privados que integran el Sistema Nacional 
Integrado de Salud y que, por lo tanto, tienen la obligación de brindar asistencia integral. 


Lo que no se incluyó expresamente en la ley fue un artículo especial relativo a la objeción de 
conciencia que estaba contenido en el proyecto de ley anterior. De esta forma, la obligatoriedad de 
prestar la asistencia es del servicio y, dentro de este, puede haber funcionarios que tengan objeción de 


conciencia. Pero este no es un tema del que la ley los exima. El propio prestador, en su obligación y su 
relacionamiento con los recursos humanos, deberá establecer las pautas para aquellos funcionarios 
que, por razones de conciencia, manifiesten su voluntad de no realizar el procedimiento. 


Reitero que este aspecto queda bajo la responsabilidad del prestador y no se establece en el 
proyecto de ley como ocurría en el anterior. Ese es el concepto que manejamos. 


Con respecto al primer tema, tal vez haya que mejorar la redacción. Se habla de los 
“servicios del Sistema Nacional Integrado de Salud” y, a lo mejor, debería tener una redacción que 
apuntara más a lo que son los prestadores y su obligatoriedad. 


En lo que tiene que ver con el artículo 9%, el sentido es el que ya manifestamos. 


SEÑORA MAUTONE.- En la redacción del documento se estableció que el Código de Ética Médica del 
Sindicato Médico del Uruguay, en su artículo 32, consagra la objeción de conciencia del médico, quien 
tiene derecho a abstenerse de hacer prácticas contrarias a su conciencia ética aunque estén 
autorizadas por la Ley; en ese caso, tiene la obligación de derivar al paciente a otro médico. 


En ese aspecto estamos todos de acuerdo. Simplemente se trató de incluir un artículo 
contenido en el Código de Etica Médica del Sindicato Médico del Uruguay. 


En cuanto al artículo 4%, nosotros entendíamos que era más adecuado incluir aquí el inciso 
segundo del artículo 1*. 


En el caso de las malformaciones infantiles incompatibles con la vida extrauterina, nos 
interesa saber cómo está previsto evaluar su gravedad como para interrumpir el embarazo; si se limita 
solo a la relación médico-paciente o se amplía a un comité de expertos o a un comité de ética 
asistencial. En fin, queremos saber cómo se evalúan dichas malformaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las malformaciones que dan lugar a la posibilidad de interrupción del 
embarazo son aquellas en las se llega a la decisión de que existe incompatibilidad con la vida 
extrauterina por circunstancias en función de las cuales esa malformación es diagnosticada 
intrauterinamente. 


SEÑORA XAVIER..- Si la mujer lo decide. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señora Senadora. 
Lo que planteaba la doctora Mautone es de qué manera se llega a ese diagnóstico. 


Creo que podría haber una reglamentación en la que se estipulara exactamente cuáles son 
los criterios diagnósticos, cómo se hacen y en qué condiciones. 


Es una situación parecida al diagnóstico de la muerte encefálica. En lo que refiere a los 
trasplantes, se cita la muerte encefálica, pero no dice cómo se hace el diagnóstico de esta muerte, es 
decir, el protocolo y demás quedan librados a la reglamentación. Me da la impresión de que, en este 
sentido, podía quedar aclarado este asunto. 


SEÑORA XAVIER.- Nosotros entendemos que eso no corresponde a la ley en la medida en que, por 
ejemplo, la norma que rige este tema y considera al aborto como delito, en todas las hipótesis 
planteadas, tiene más de 70 años. Sabemos que es un tema polémico y, en general, en asuntos en 
que la evidencia científica puede variar muy rápidamente no incorporamos algo que impida luego una 
adecuada aplicación de la ley. Por consiguiente, siempre referimos los protocolos de actuación a la 
reglamentación y a la mejor evidencia científica. 


SEÑOR SOLARI.- Si no entendí mal la inquietud que manifiesta la Comisión de Bioética del Sindicato 
Médico del Uruguay, lo que se plantea es que si, en caso de que pudieran identificarse malformaciones 
incompatibles con la vida extrauterina, hay alguna intervención de un organismo distinto del médico y 
de la paciente que dé garantías éticas de que ese proceso es tal como se dice que es. Me gustaría 
saber si entendí bien lo que se ha dicho porque eso no queda claro de las contestaciones que he 
escuchado. 


SEÑOR AGAZZI.- Entendió bien, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier manera, entiendo que el aspecto concreto que se mencionó 
tiene que estar en la reglamentación y no en la ley; es algo que vamos a tener en cuenta. 


SEÑORA MAUTONE.- En el artículo 6*, relativo al “Consentimiento de mujeres declaradas incapaces”, 
se establece: “Si se tratara de una mujer declarada incapaz judicialmente se requerirá el 
consentimiento informado de su curador y venia judicial del juez competente, que evaluará la 
conveniencia del otorgamiento de la misma, respetando siempre el derecho de la persona 
discapacitada”... El término “discapacitada” no nos parece adecuado; creemos que debería decirse 
“incapacitada” porque la discapacidad y la incapacidad apuntan a situaciones muy diferentes. Por esa 
razón no entendimos la utilización de ese término. 


SEÑORA XAVIER.- Es correcta la observación; hay que quitar el término “discapacitada”. 


SEÑORA MAUTONE.- Con respecto al artículo 8% que dice: “Sólo podrán ampararse en las 
disposiciones contenidas en esta ley las habitantes de la República que acrediten fehacientemente su 
residencia habitual en su territorio durante un período no inferior a 42 semanas”, nosotros entendimos 
que el espíritu de esta norma apuntaba a evitar el turismo abortivo. A su vez, nos preocupó el trato 
desigual entre residentes y extranjeros; en realidad, pensamos que el plazo es excesivo y que con 14 
semanas de residencia ya sería suficiente. 


SEÑORA XAVIER.- Esa es una sugerencia que ya nos han planteado y al respecto nos han 
mencionado casos concretos. Por ejemplo, se habló de mujeres que pudieran estar trabajando 
temporalmente en el país y cuyo lugar de origen fuera un país distante. También se hizo referencia al 
caso de esposas o acompañantes de personas que tuvieran cargos diplomáticos o de naturaleza 
similar. Justamente, quisimos ser precavidos; se trata de un artículo que ya había sido incluido en 
proyectos presentados en otras Legislaturas. Creo que, ciertamente, el plazo es excesivo y que el país 
ha evolucionado mucho en materia de reconocimiento de derechos a residentes extranjeros, 
permanentes o temporales. Me parece que, efectivamente, habría que ajustar a la baja el plazo 
requerido. 


SEÑORA MAUTONE.- Con respecto al artículo 10, nos llama la atención lo que dice con respecto a 
que “garantizarán a sus usuarias el acceso gratuito y permanente” por dos motivos: en primer lugar, en 
este caso la gratuidad colide con la obligación de pago frente a las prestaciones de otros servicios en el 
efector del Sistema Nacional Integrado de Salud y, en segundo término, consideramos conveniente 
sustituir el término “permanente” por “oportuno”. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Da la sensación de que con la palabra “permanente” se quiere marcar hasta 
cuándo debería ser el cuidado. 


SEÑORA MAUTONE.- Pensamos que este artículo se refería al acceso. En cuanto a la palabra 
“permanente”, consideramos que podría querer significar que el acceso no sea diferido pero sí 
oportuno; si se dijera “permanente” se podría estar hasta obligando a que ciertos servicios funcionen 
permanentemente, día y noche, y creíamos que ese no era el espíritu de la ley. 


Entendemos que la gratuidad en los servicios de profilaxis y educación para el control de la 
natalidad o la educación sexual es una cosa y, por ejemplo, para las personas que ya estaban en el 
Sistema Nacional Integrado de Salud y pagaban un tiquet moderador u otro tipo de prestaciones, podía 


ser interpretado como una promoción de la interrupción voluntaria del 
embarazo. 


SEÑORA XAVIER.- Entonces, ¿la no existencia de una tasa moderadora podría ser interpretada así? 


SEÑORA MAUTONE.- No, me refiero a que sea gratuita para todos, incluso, para los servicios por los 
cuales habitualmente se paga un tiquet moderador por otro tipo de intervenciones. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Pensábamos que en esta situación de universalización de la interrupción 
voluntaria del embarazo no todas son personas vulnerables. Puede haber un núcleo importante que 
integre el Sistema Nacional Integrado de Salud, que habitualmente pague tiques moderadores y la 
institución también tiene derecho a cobrarlos. No sé si tiene que ser gratis para toda la población o hay 
que hacer una discriminación entre situaciones como la interrupción del embarazo y una fractura, en la 
que hay que pagar. Acá no tendría que pagar nada en ningún momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Uno de los principios fundamentales de este procedimiento es la gratuidad 
pues, precisamente, es lo que va a dejar que esas diferenciaciones que hubo y hay en la actualidad 
con respecto al aborto clandestino y a la posibilidad de que a mejor pago haya mejor servicio, 
definitivamente queden liquidadas. Insisto en que la gratuidad aquí es un principio. 


Con respecto a los tiques moderadores, el hecho de que la ley establezca que es gratuito 
obliga a los prestadores del Sistema Nacional Integrado de Salud a esa gratuidad. Además, estos 
tiques están regulados por el propio sistema, hay servicios en los que se pagan tiques moderadores y 
otros que son gratuitos; existen diferencias entre los diversos servicios. El hecho de que este 
procedimiento se haga sin tiquet ni orden está dentro de lo que son las reglas de la propia prestación. 
Este sistema es gratuito pues así la ley lo establece y las instituciones no van a poder imponer tiques 
moderadores porque, repito, la propia ley se los prohíbe. 


SEÑORA XAVIER.- En realidad, entendí que la doctora Mautone planteaba que la gratuidad había sido 
vista por la Comisión como una eventual promoción de la interrupción del embarazo. Me pareció 
entender eso de sus palabras. 


SEÑORA MAUTONE.- La Comisión entendió claramente que la gratuidad es para todas las personas 
de bajos recursos y que al ser el tiquet gratuito podía ser visto como una promoción de la interrupción 
del embarazo. No entendíamos cuál era el espíritu respecto de aquellas personas que pueden acceder 
a pagarlo, porque el acceso igualmente estaba garantizado. No sé si quedó claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se entiende, pero no se comparte. 


SEÑORA XAVIER.- Habitualmente no acostumbramos discutir en presencia de las delegaciones; 
simplemente, evacuamos dudas. Sin duda que alguno de nosotros no piensa que se trate de 
promocionar una interrupción del embarazo, pues estamos convencidos de que, en términos 
generales, ninguna mujer va con alegría a hacerlo. Pensamos que son situaciones a las que se llega 
luego de haber tomado decisiones dolorosas. 


SEÑORA MAUTONE.- En otro orden de cosas, no entendemos la denominación del Capítulo 11l: “De 
los derechos y deberes de los trabajadores de la salud”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta es una observación a tener en cuenta porque, en realidad, el artículo 13 
habla de todos los servicios comprendidos en la presente ley y no de los profesionales. 


SEÑORA MAUTONE.- En el artículo 14 sugerimos cambiar el término “hipótesis” por el de 
“situaciones” o “casos”. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La hipótesis es algo a demostrar con un decurso en una serie de ideas y 
silogismos, pero acá no sería así pues se estaría refiriendo a situaciones no comprendidas. En 
realidad, este es un problema menor. 


SEÑORA MAUTONE.- Estas eran las observaciones que teníamos para realizar. Simplemente, nos 
resta reiterar que este informe no contempla la opinión del Sindicato Médico del Uruguay ni del 
Ejecutivo, sino de los miembros de su Comisión. 


SEÑOR SOLARI.- Antes que nada, agradezco la concurrencia de esta delegación y que comparta sus 
opiniones con nosotros. 


Tengo tres preguntas para formular que tratan de concentrarse únicamente en el aspecto 
bioético de este proyecto de ley que, si bien no es todo, es un elemento muy importante. En primer 
lugar, desde el punto de vista de la Comisión -o ustedes, como sus representantes-, ¿entienden ético 
que la interrupción de un embarazo o aborto se practique sin ningún tipo de participación del otro 
progenitor? Es decir, ¿consideran éticamente correcto que en la interrupción del embarazo el proyecto 
de ley no prevea la participación del otro progenitor? Ciertamente, en cualquier gestación hay un padre 
más o menos conocido y una madre gestante. Esta pregunta se refiere al aspecto ético y no de gestión 
o administrativo. Concretamente, ¿es aceptable desde el punto de vista ético, que esta opinión no se 
tenga en cuenta para nada? 


En segundo término, ¿la Comisión de Bioética tiene algún parámetro que determine con 
certeza que a partir de las doce semanas cambia la naturaleza de lo que es la vida en un desarrollo 
continuo desde la gestación hasta su nacimiento? 


En tercer lugar, ¿en cualquier etapa de la interrupción del embarazo es éticamente correcto 
considerarlo como el ejercicio del derecho de la madre gestante o existe un conflicto de intereses con 
el derecho del embrión, feto o neonato? 


SEÑORA MAUTONE.- Tengo mi posición formada, pero no estoy autorizada para hablar desde el 
punto de vista ético. Lo lamento profundamente. Me encantaría poder contestarle al señor Senador, 
pero no estoy mandatada para ello. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quería responder la pregunta planteada por el señor Senador Solari en cuanto 
a si hay algún elemento que determine un plazo anterior o posterior a las doce semanas. Creo que más 
allá de la Comisión de Bioética, se puede dar algún elemento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás podrían realizar algún comentario científico. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Entiendo la posición de la doctora Mautone, porque toda Comisión de bioética, 
por ser plural, tiene diversas posiciones filosóficas y religiosas, y este documento fue producto de un 
consenso que tampoco fue fácil lograr. 


Creo que el plazo de las famosas doce semanas es relativamente correcto, pero como todos 
los plazos, a medida que el conocimiento científico progresa, se piensa que el embrión tiene más 
propiedades sensoriales o neurológicas que luego de otras semanas; ello es propio del avance 
científico. Si a posteriori se conforma un feto con un sistema neural y sensorial se empieza a complicar. 
Obviamente, hay una sobreposición como sucede con todo plazo, tal como ocurrió con la ley de 
minoridad, en la que se discutía si a determinada edad era punible o no. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA MOREIRA.- Si la doctora Mautone tuviera los datos, creo que sería interesante que los 
pudiera acercar a la Comisión. 


SEÑOR AGAZZI.- Agradezco mucho a los invitados que hayan dedicado tiempo a reflexionar sobre 
estos aspectos y volcar aquí lo que han acordado. Honestamente, quiero decir que me deja muy 
contento que haya otros uruguayos dispuestos a brindar su experiencia y su conocimiento para algo 
que pensamos que es mejor para el país. Además, entiendo claramente que ustedes conforman una 
Comisión dentro del Sindicato Médico y, en ese sentido, ¡vaya lío que se armaría si todo el Sindicato se 
tuviera que poner de acuerdo sobre este tema, cuando es tan difícil ponerse de acuerdo en otros 
mucho más sencillos! 


Por mi parte, quisiera que me dieran una opinión como médicos. A veces, algunas visiones 
simplistas plantean el tema de interrumpir o no el embarazo como una lucha entre la vida y la muerte. 
Ahora bien, los médicos muchas veces producen muerte, y no digo de personas, pero cuando se hace 
una operación y se extirpan tejidos, se pasaría de una situación en la que hay un tejido que vive -o sea 
que cumple las funciones básicas de la vida, pues respira, se nutre, se multiplica y reproduce- a la 
muerte. Entiendo que eso se hace por preservar un bien superior que es la vida, es decir, en ciertas 
circunstancias algo muere para defender la vida. ¿Cómo se entiende esto? Porque creo que en el 
fondo de la discusión sobre la legalización de la interrupción del embarazo, hay algo de esto sobre la 
vida y la muerte. No quiero que comparen una operación en la que se extirpan tejidos con un aborto, 
porque son cosas diferentes, aunque en la profundidad científica no sé si son tan diferentes, porque 
ADN, información genética y capacidad de obtener tejidos nuevos hay en todos lados. Pero sin entrar 
en comparaciones, creo que algo de pasar de la vida a la muerte en nuestra sociedad es normal y, en 
cambio, en este caso, no. ¿Cuál es la reflexión que les merece esto? 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho a los representantes de la Comisión de Bioética del 
Sindicato Médico del Uruguay y entendemos muy bien el planteamiento inicial con respecto a que 
están dando la opinión de una Comisión que no tiene una visión uniforme. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18.) 
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